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Barranquilla D.E.I.P., catorce (14) de julio de dos mil veinte (2.020) 

 

I.- ASUNTO A DECIDIR 

Procede el despacho a resolver la acción de tutela promovida por la Sra. JAICIE 
STEPHANIE RAMO ANGULO, en nombre propio, contra DATACREDITO EXPERIAN DE 
COLOMBIA S.A, por la presunta vulneración de su derecho fundamental de petición 

 

II.- ACONTECER FÁCTICO 

La accionante, realiza las siguientes precisiones: 
 
Presentó derecho de petición a la entidad accionada, el día 16 de marzo de 2020, en la 
ciudad de barranquilla en la sede norte de data crédito s. a ubicada en el barrio el prado 
calle 74 # 56-36 oficina 706 del centro empresarial INVERFIN y a la fecha de presentación 
de la Tutela han transcurrido tres meses y 15 días sin tener respuesta de fondo por parte 
del representante legal DATACREDITO EXPERIAN S.A DE COLOMBIA a lo solicitado. 
 

III.- ACTUACIÓN PROCESAL 

 

 La acción de tutela fue presentada por la actora el 01 de julio de 2020, siendo recibida 
por Secretaría de este Juzgado el día 01 de julio de 2020. 

 Mediante providencia dicha fecha, el Despacho admitió la acción, ordenando la 
notificación a las partes y requirió a la Accionada para que en el término de un (1) día 
se pronunciara sobre los hechos objeto de la solicitud. 

 
INTERVENCIÓN DE LA PARTE ACCIONADA  

DATACREDITO EXPERIAN S.A DE COLOMBIA  

 

El despacho remitió, el día 02 de julio de 2020,  a las direcciones de correo electrónico: 
auxiliar.juridico.tutela@gmail.com; director.juridico.tutela@gmail.com; el auto admisorio de 
Tutela, y el oficio remisorio, sin recibir respuesta alguna por parte de la entidad. 
 

CONSIDERACIONES 

 Competencia.  

El artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, en lo relativo a la competencia de los jueces para 
conocer de las acciones de tutela, textualmente dispone: 

“Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, los jueces o 
tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que 
motivaren la presentación de la solicitud”. 

Lo anterior en armonía con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 1º del Decreto 1983 
de 2017, que reza: 
 

Proceso ACCIÓN DE TUTELA 

Actuación FALLO DE TUTELA PRIMERA INSTANCIA  

Radicado 080014053011-2020-00177-00. 

Accionante JAICIE STEPHANIE RAMO ANGULO 

Accionado DATACREDITO EXPERIAN DE COLOMBIA S.A. 
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“ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1. REPARTO DE LA ACCIÓN DE TUTELA. Para los efectos previstos 
en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción de tutela, a prevención, 
los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la 
presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes 
reglas:  
 
1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o 
entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares serán 
repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales. 
 
La presente acción constitucional está dirigida contra una entidad particular, por lo que este 
Despacho es competente para conocer de la presente acción de tutela.   
 

PRUEBAS Y ANEXOS. 

 
LA PARTE ACCIONANTE, Aportó las siguientes pruebas y anexos: 
 

 Copia del derecho de petición, con fecha de presentación: 16 de marzo de 2020. 
 
 
LA ACCIONADA. 
 
No aportó prueba alguna. 
 
 
Planteamiento del problema jurídico 
 
¿DATACREDITO EXPERIAN S.A DE COLOMBIA vulneró el Derecho de Petición de la 

señora JAICIE STEPHANIE RAMO ANGULO, al no haber dado respuesta a la petición 

radicada el día 16 de marzo de 2020?  

 

Para resolver el problema jurídico planteado resulta necesario abordar los siguientes temas: 

(i) procedencia de la acción de tutela; ii) El derecho de petición frente a particulares (iii) 

principio de veracidad (iv) análisis constitucional del caso concreto.  

 
Análisis de procedencia de la acción de tutela 
 
Se presentará brevemente, en primer lugar, el contenido de cada uno de los presupuestos 
correspondientes  
 
La acción de tutela resulta procedente cuando cumple 4 requisitos: (i) Legitimación por 
activa. Puede ser usada por todas las personas cuyos derechos fundamentales se 
encuentren vulnerados o amenazados, por sí misma o por quien actúe a su nombre1. (ii) 
Legitimación por pasiva. El amparo procede contra las acciones u omisiones de las 
autoridades públicas y de particulares. En lo que tiene que ver con la legitimación por pasiva, 
el artículo 86 constitucional, señala en su quinto inciso que la acción de tutela será 
procedente contra particulares (1) si estos están encargados de la prestación de servicios 
públicos; (2) si su conducta afecta grave y directamente el interés colectivo; o (3) respecto 
de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. Además, 
advierte que la “Ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 
particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave 

                                                           
1 Ver artículo 86 de la Constitución Política y artículo 10 del Decreto 2591 de 1991. 
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y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado 
de subordinación o indefensión”, mandato que se concretó con el Decreto 2591 de 1991, 
que en su artículo 42 regula nueve supuestos en los que se puede interponer una acción de 
tutela contra particulares (iii) Inmediatez. No puede transcurrir un tiempo excesivo, 
irrazonable o injustificado entre la actuación u omisión y el uso del amparo2. (iv) 
Subsidiariedad. La acción de tutela resulta procedente cuando no existen otros mecanismos 
de defensa judicial disponibles, cuando los mecanismos disponibles no resultan eficaces 
para el caso concreto3 o cuando aun siéndolo, se requiere evitar la consumación de un 
perjuicio irremediable4 y se usa como mecanismo transitorio.  
 
En el caso bajo estudio, el despacho,  encuentra que: (i) la accionante se encuentra 
legitimada por activa porque acudió en defensa de su derecho fundamental ; (ii) la presunta 
vulneración de los derechos de la actora se dio por la acción de DATACREDITO EXPERIAN 
S.A DE COLOMBIA.; (iii) entre la acción presuntamente vulneradora, y la interposición de la 
solicitud de amparo, transcurrieron aproximadamente menos de 4 meses, el cual no es un 
tiempo irrazonable ni excesivo a consideración del despacho; y (iv) El ordenamiento jurídico 
colombiano no consagra un mecanismo de defensa judicial distinto a la acción de tutela para 
la protección del derecho de petición; la acción de tutela está llamada a proceder como 
mecanismo principal. 
 

ii)El derecho de petición frente a particulares  
 
El artículo 23 de la Constitución Política de 1991 consagra el derecho de petición, como una 
garantía que permite “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés 
general o particular y a obtener pronta resolución”. La Corte  Constitucional, se ha referido en 
múltiples ocasiones5 al carácter fundamental del derecho de petición, y a su aplicación inmediata, 
de igual forma, ha señalado que su núcleo esencial se concreta en la obtención de una 
respuesta pronta y oportuna de lo solicitado, que además debe ser clara, de fondo y estar 
debidamente notificada, sin que ello implique necesariamente una contestación accediendo a la 
petición. En este orden de ideas, cualquier trasgresión a estos parámetros, esto es, si no se 
obtiene una respuesta oportuna, clara de fondo, congruente o si ésta no es puesta en 
conocimiento del peticionario, existe una vulneración del referido derecho fundamental. 
 
El artículo 23 Superior, dispone también que el Legislador puede reglamentar el ejercicio del 
derecho de petición ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales. 
Inicialmente, existía un vacío en la regulación de esta materia, por lo tanto, la Corte 
Constitucional desarrolló las reglas que serían aplicables a partir de lo dispuesto en los artículos 
2, 20, 23 y 86 de la Constitución6.  
 
No obstante, con la expedición de la Ley Estatutaria 1755 de 2015 “Por medio de la cual se 
regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, quedó regulado el ejercicio del derecho de 

                                                           
2 En la sentencia T-503 de 2015. M.P. María Victoria Calle Correa, la Corte Constitucional referenció las siguientes sentencias que pueden consultarse sobre este aspecto: “En este sentido, 

pueden consultarse las sentencias T-526 de 2005 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-016 de 2006 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-692 de 2006 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-905 

de 2006 (MP Humberto Antonio Sierra Porto), T-1084 de 2006 (MP Álvaro Tafur Galvis), T-1009 de 2006 (MP Clara Inés Vargas Hernández), T-792 de 2007 (MP Marco Gerardo 

Monroy Cabra), T-825 de 2007 (MP Manuel José Cepeda Espinosa),  T-243 de 2008 (MP Manuel José Cepeda Espinosa), T-594 de 2008 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-189 de 2009 

(MP Luis Ernesto Vargas Silva),  T-299 de 2009 (MP Mauricio González Cuervo), T-265 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto),  T-691 de 2009 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), 

T-883 de 2009 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo), T-328 de 2010 (MP Jorge Iván Palacio Palacio),  entre muchas otras”. 
3 La Corte ha definido que un recurso de defensa judicial es idóneo cuando es adecuado para proteger el derecho fundamental amenazado y es eficaz cuando esta protección es además 

oportuna, para lo cual deben examinarse tres elementos: (i) si la utilización del medio de defensa judicial ordinario  puede ofrecer la misma protección que se lograría con la acción de 

tutela; (ii) si existen circunstancias que justifiquen que el interesado no haya promovido los mecanismos ordinarios disponibles; y (iii) si el accionante es un sujeto de especial protección 

constitucional. Ver las Sentencias T-016 de 2015. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez; T-347 de 2016. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez; T-040 de 2016. M.P. Alejandro Linares 

Cantillo; y T-502 de 2017. M.P. Alberto Rojas Ríos, entre otras. 
4 La jurisprudencia ha enfatizado en que éste debe caracterizarse por: “(i) la inminencia del daño, es decir que se trate de una amenaza de un mal irreparable que está pronto a suceder, 

(ii) la gravedad, que implica que el daño o menoscabo material o moral del haber jurídico de la persona sea de gran intensidad, (iii) la urgencia, que exige la adopción de medidas 

prontas o inmediatas para conjurar la amena, y (iv) la impostergabilidad de la tutela que exige la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario de protección 

de derechos fundamentales”. Adicionalmente, el peticionario tiene a su cargo sustentar los factores a partir de los cuales se configura el perjuicio irremediable, ya que según ha señalado 

la jurisprudencia constitucional, la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es insuficiente para justificar la procedencia de la acción de tutela. Ver las Sentencias T-309 de 2010. 

M.P. María Victoria Calle Correa; y T-521 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo. 
5 Ver, entre muchas otras, las sentencias T-012 de 1992. M. P. José Gregorio Hernández Galindo; T-105 de 1996. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; T- 374 de 1998. M.P. José Gregorio 
Hernández Galindo; SU-166 de 1999. M.P. Alejandro Martínez Caballero; T-163 de 2002. M.P. Jaime Córdoba Triviño; SU-975 de 2003. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-268 de 
2003. M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra; T-183 de 2011. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, y C-951 de 2014. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez. 
6 Sentencias T-814 de 2005. M.P. Jaime Araujo Rentería; T-147 de 2006. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa;  T-610 de 2008. M.P. Rodrigo Escobar Gil; T-760 de 2009. M.P. Juan Carlos 
Henao Pérez; y T-167 de 2013. M.P. Nilson Pinilla Pinilla. 
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petición frente a particulares en sus artículos 32 y 33, que, en gran medida, recogieron las reglas 
que habían sido creadas por la Corte en su jurisprudencia. Veamos:  
 

“Artículo 32. Derecho de petición ante organizaciones privadas para 
garantizar los derechos fundamentales. Toda persona podrá ejercer el 
derecho de petición para garantizar sus derechos fundamentales ante 
organizaciones privadas con o sin personería jurídica, tales como sociedades, 
corporaciones, fundaciones, asociaciones, organizaciones religiosas, 
cooperativas, instituciones financieras o clubes. 
  
Salvo norma legal especial, el trámite y resolución de estas peticiones estarán 
sometidos a los principios y reglas establecidos en el Capítulo I de este título. 
  
Las organizaciones privadas solo podrán invocar la reserva de la información 
solicitada en los casos expresamente establecidos en la Constitución Política 
y la ley. 
  
Las peticiones ante las empresas o personas que administran archivos y 
bases de datos de carácter financiero, crediticio, comercial, de servicios y las 
provenientes de terceros países se regirán por lo dispuesto en la Ley 
Estatutaria del Hábeas Data. 
  
Parágrafo 1°. Este derecho también podrá ejercerse ante personas naturales 
cuando frente a ellas el solicitante se encuentre en situaciones de indefensión, 
subordinación o la persona natural se encuentre ejerciendo una función o 
posición dominante frente al peticionario. 
  
Parágrafo 2°. Los personeros municipales y distritales y la Defensoría del 
Pueblo prestarán asistencia eficaz e inmediata a toda persona que la solicite, 
para garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de petición que 
hubiere ejercido o desee ejercer ante organizaciones o instituciones privadas. 
  
Parágrafo 3°. Ninguna entidad privada podrá negarse a la recepción y 
radicación de solicitudes y peticiones respetuosas, so pena de incurrir en 
sanciones y/o multas por parte de las autoridades competentes. 
  
Artículo 33. Derecho de petición de los usuarios ante instituciones 
privadas. Sin perjuicio de lo dispuesto en leyes especiales, a las Cajas de 
Compensación Familiar, a las Instituciones del Sistema de Seguridad Social 
Integral, a las entidades que conforman el sistema financiero y bursátil y a 
aquellas empresas que prestan servicios públicos y servicios públicos 
domiciliarios, que se rijan por el derecho privado, se les aplicarán en sus 
relaciones con los usuarios, en lo pertinente, las disposiciones sobre derecho 
de petición previstas en los dos capítulos anteriores.” 

 
Así pues, la Ley 1755 de 2015 establece que las peticiones ante particulares se rigen por las 
mismas reglas generales de aquellas dirigidas a las autoridades, consagradas en el Capítulo I 
de la citada norma, que entre otros, señala que la petición puede ser presentada verbalmente, 
por escrito o por cualquier medio idóneo, y que el particular debe respetar los términos de 
respuesta según lo dispuesto en el artículo 14 de la misma. También cabe mencionar que la 
Ley divide en tres grupos las hipótesis de ejercicio de este derecho frente a particulares:  
 
(i) El artículo 32 se refiere a la posibilidad que tiene toda persona de ejercer el derecho de 
petición con el fin de obtener la garantía de sus derechos fundamentales. Este supuesto incluye 
el ejercicio del derecho frente a cualquier tipo de organización privada, incluso si no es 
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prestadora de un servicio público, ni tenga funciones similares; siempre que resulte necesario 
para asegurar el disfrute de otros derechos fundamentales.  

 
(ii) El mismo artículo 32 contempla un segundo evento, relacionado con las peticiones 
presentadas ante otra persona natural, que serán procedentes siempre que el solicitante se 
encuentre en situación de indefensión o subordinación con respecto a aquella, o cuando la 
persona natural tenga una posición o función dominante ante el peticionario; siempre que el 
ejercicio del derecho de petición persiga el objetivo de materializar los derechos fundamentales 
del solicitante. 
 
(iii) El artículo 33 regula lo pertinente a las peticiones formuladas por usuarios ante empresas u 
organizaciones privadas. Así, señala que es procedente frente a cajas de compensación 
familiar, instituciones del Sistema de Seguridad Social Integral, entidades que conforman el 
Sistema Financiero y Bursátil, así como empresas que prestan servicios públicos y servicios 
públicos domiciliarios. En este segundo supuesto, la Ley añade que aplica también lo dispuesto 
en su Capítulo II, que se ocupa de las reglas especiales del derecho de petición ante 
autoridades, en particular sobre la reserva de información y documentos.  
 
En suma, con la entrada en vigencia de la Ley 1755 de 2015, es posible  presentar derecho de 
petición ante particulares siempre que estos (i) presten servicios públicos o cuando estén 
encargados de ejercer funciones públicas; (ii) se trate de organizaciones privadas con o sin 
personería jurídica si lo que se busca es garantizar otros derechos fundamentales -diferentes al 
derecho de petición- y (iii) sin importar si se trata de una persona natural o jurídica, cuando exista 
subordinación, indefensión o posición dominante7. 
 
 Reiteración de jurisprudencia sobre el Derecho de Petición. 

El artículo 23 de la Constitución Política tal como se indicó, consagra el derecho que tienen 

todas las personas a presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o 

particular y a obtener pronta resolución. En desarrollo del Texto Superior, la Ley 1755 de 

20158 reguló todo lo concerniente al derecho fundamental de petición, en los términos 

señalados en el Código de Procedimiento Administrativo y Contencioso Administrativo9.  

En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional se ha referido al derecho de petición, 

precisando que el contenido esencial de este derecho comprende: (i) la posibilidad efectiva 

de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se 

nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la respuesta oportuna, esto es, dentro 

de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, con independencia de que su 

sentido sea positivo o negativo; (iii) una respuesta de fondo o contestación material, lo que 

implica una obligación de la autoridad a que entre en la materia propia de la solicitud, según 

el ámbito de su competencia, desarrollando de manera completa todos los asuntos 

planteados (plena correspondencia entre la petición y la respuesta) y excluyendo fórmulas 

evasivas o elusivas10. 

 

                                                           
7 Para un análisis más detallado sobre el derecho de petición frente a particulares ver sentencias T- 726 de 2016. M.P. Alejandro Linares Cantillo; T- 430 de 2017. M.P. Alejandro Linares 
Cantillo y T- 487 de 2017. M.P. Alberto Rojas Ríos.  
8 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. Se 
destaca que Ley 1437 de 2011 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, destinó el Título II de la Primera Parte, artículos 13 
a 33, al derecho de petición, dividiendo la materia en tres capítulos referidos a las reglas generales del derecho de petición ante autoridades, las reglas especiales del derecho de 
petición ante autoridades y el derecho de petición ante organizaciones e instituciones privadas, respectivamente. Este título fue declarado inexequible por la Sentencia C-818 de 2011 
por violación de la reserva de ley estatutaria, otorgándole al Congreso un plazo de dos años para la expedición de la respectiva ley. Consultar, entre otras, las Sentencias C-818 de 2011 
y T-487 de 2017. 
9 Ley 1755 de 2015. “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en 

los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Ver, entre otras, las Sentencias 

T-451 y T-687 de 2017. 

10 Cfr. Sentencia C-T-251 de 2008. Citada en la Sentencia T-487 de 2017. 
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En reciente Sentencia C-418 de 2017, la Corte Constitucional,  reiteró que el ejercicio del 

derecho de petición se rige por las siguientes reglas y elementos de aplicación11:  

 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad 

de los mecanismos de la democracia participativa. 

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, 

como los derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la 

participación política. 

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser 

oportuna, es decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la 

respuesta debe resolver de fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, 

precisa y congruente con lo solicitado; y (iii) debe ser puesta en conocimiento del 

peticionario. 

4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se 

concreta necesariamente en una respuesta escrita. 

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las 

autoridades públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones 

privadas y en general, a los particulares. 

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones 

formuladas fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, 

que señalaba un término de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no 

pudiere darse la respuesta en ese lapso, entonces la autoridad pública debía explicar 

los motivos de la imposibilidad, señalando además el término en el que sería dada la 

contestación. 

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de 

resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, 

el silencio administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición 

no la exonera del deber de responder. 

9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar 

la respuesta al interesado”. 

PRESUNCION DE VERACIDAD 
 
En el artículo 20 del Decreto Ley 2591 de 1991, “(p)or el cual se reglamenta la acción de 
tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política”, se consagra la presunción 
de veracidad, según la cual se presumen como “ciertos los hechos” cuando el juez requiera 
informes al órgano o a la autoridad contra quien se hubiere hecho la solicitud y estos no se 
han rendido. Así entonces el sujeto pasivo de la demanda tiene la obligación de rendir los 
informes requeridos por el juez de instancia, en caso contrario, cuando no se atienda la 
orden o, incluso, cuando la respuesta es extemporánea, se tienen por ciertos los hechos y 
se resolverá de plano12.  
 

                                                           
11 Ver entre otras, las Sentencias T-296 de 1997, T-150 de 1998, SU-166 de 1999, T- 219 de 2001, T-249 de 2001 T-1009 de 2001, T-1160 A de 2001, T-1089 de 2001, SU-975 de 2003, T-
455 de 2014. 
12 Sentencia T-214 de 2011, reiterada en T-030 de 2018.  
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SIGCMA 

La Corte Constitucional ha señalado que la presunción de veracidad de los hechos 
constituye un instrumento que tiene dos fines principales, el primero, sancionar el desinterés 
o la negligencia de las entidades demandadas ante la presentación de una acción de tutela 
en la que se alega la vulneración de los derechos fundamentales de una persona; y, el 
segundo, obtener la eficacia de los derechos fundamentales comprometidos13, en 
observancia de los principios de inmediatez, celeridad y buena fe14, es decir, “encuentra 
sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que 
están de por medio derechos fundamentales” 15. 
 
En consideración a lo anterior, la presunción de veracidad puede aplicarse en dos 
escenarios: “(i) Cuando la autoridad o particular accionado omite completamente dar 
respuesta a la solicitud elevada por el juez constitucional; (ii) cuando la autoridad o particular 
da respuesta a la solicitud, pero esta se hace meramente formal, pues en el fondo no 
responde al interrogante planteado por el funcionario judicial”16. La omisión que puede 
presentarse puede ser total o parcial, por ejemplo, ante la presentación de un informe en el 
que se dejan de responder y pronunciarse frente a los informes solicitados por el juez.  
 
Así, por ejemplo, la Corte Constitucional ha determinado que el principio de veracidad aplica 
cuando el juez ordena al demandado pronunciarse sobre los hechos de la acción y, sin 
embargo, este guarda silencio. 
 
Análisis del caso concreto  

La accionante, interpuso la acción de tutela contra DATACREDITO EXPERIAN DE COLOMBIA 

S.A., por considerar vulnerado su derecho de petición. Señaló que la demandada ha omitido, 

dar respuesta a la petición radicada el día 16 de marzo de 2020. La Entidad accionada, no rindió 

el informe requerido por el Despacho. 

Con base en lo anterior se concluyó que la Entidad accionada ha omitido su deber legal de dar 

respuesta a la petición que se le ha formulado, por lo que este despacho en aplicación de la 

presunción de veracidad dará por cierto el hecho u omisión en el que según la actora ha 

incurrido la accionada, es decir en la no contestación de la petición radicada el 16 de marzo de 

2020. 

Así las cosas, para el despacho, está demostrado que DATACREDITO EXPERIAN DE 

COLOMBIA S.A., ha actuado de manera evasiva y transcurrido más de tres meses de la 

radicación de la petición no ha procedido a dar respuesta, vulnerando con ello claramente, su 

derecho fundamental. 

 
DECISIÓN 
 
Con fundamento en las consideraciones expuestas en precedencia, El Juzgado Once Civil 
Municipal de Barranquilla, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia, y 
por autoridad de la ley, 

RESUELVE 

PRIMERO. – CONCEDER el amparo al derecho fundamental de petición de la señora 
JAICIE STEPHANIE RAMO ANGULO, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia.  
 

                                                           
13 Sentencia T-214 de 2011, reiterada en T-030 de 2018. Ver también T-278 de 2017. 
14 Sentencia T-825 de 2008, reiterada en la Sentencia T-278 de 2017.  
15 Sentencias T-644 de 2013, T-250 de 2015 y T-030 de 2018.  
16 Sentencia T-030 de 2018.  
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SIGCMA 

SEGUNDO. – ORDENAR al Representante Legal de DATACREDITO EXPERIAN DE 

COLOMBIA S.A, o a quien haga sus veces, que, si aún no lo ha hecho, dentro de las cuarenta 

y ocho (48) horas hábiles siguientes a la notificación de este fallo, proceda a emitir y poner 

conocimiento de la accionante respuesta a la petición radicada en sus dependencias el día 

16 de marzo de 2020. 

TERCERO. -NOTIFICAR ésta providencia a las partes, por medio de Secretaria. 

CUARTO. - De no impugnarse ésta providencia, en su oportunidad, remítase el expediente 

a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el 

Decreto 2591 de 1991. A su regreso archívese el expediente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LA JUEZ, 

 

BEATRIZ ARTETA TEJERA 

 


